INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD ACERCA DEL PROYECTO DE LEY, ORIGINADO EN LA MOCIÓN QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PREVENCIÓN DE LA INFECCIÓN CAUSADA POR EL VIRUS DE INMUNO DEFICIENCIA HUMANA.

______________________________________________________________

BOLETIN N° 2020-11.

HONORABLE CÁMARA:

	La Comisión de Salud pasa a informaros, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley del rubro, iniciado en moción de las H. Diputadas señora Pollarolo, doña Fanny, y señorita Saa, doña María Antonieta, y de los H. Diputados señores Naranjo, don Jaime, y Walker, don Ignacio, y del ex Diputado señor Sota, don Vicente. 

I.  IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO

	Las ideas matrices  del proyecto establecen lo siguiente:

	1. Que corresponde al Estado ejecutar las acciones de prevención para impedir la propagación de la infección causada por el virus de inmunodeficiencia humana, adoptar medidas para la prevención y tratamiento y asegurar el respeto de los derechos y dignidad de las personas contagiadas;

	2. Incorporar como normas administrativas, en el nivel nacional, las resoluciones y recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud, de la Organización Panamericana de la Salud y demás organismos competentes de las Naciones Unidas que no sean contrarias a la legislación chilena;

	3. Reconocer y acoger la cooperación que la comunidad internacional pueda realizar para la prevención y tratamiento de la pandemia, como también supervigilar las acciones que se realicen en el nivel nacional; de igual manera lo hará con el accionar de la sociedad civil de nuestro país que preste su apoyo y esfuerzo al combate de esta infección.

	4. Promover las acciones conducentes a la investigación científica y adoptar medidas para el tratamiento y rehabilitación y arbitrar medidas para que la población nacional tome conocimiento adecuado sobre los medios de prevenir la  transmisión y el contagio del virus a las personas;

	5. Asegurar a las personas infectadas el trato igualitario en el ejercicio de sus derechos e impedir su discriminación;

	6. Tener como obligación preferente planificar y asegurar las políticas públicas adecuadas y dotarlas de recursos en la salud pública para la prevención de la pandemia y velar por que se desarrollen coordinadamente, evitando el menoscabo moral o deshonra de las personas afectadas por el virus y prevenir el contagio por la vía de las transfusiones sanguíneas en todo establecimiento de salud en el nivel nacional; 

	7. Establecer que los exámenes tendrán el carácter de voluntarios y su resultado será confidencial, como también que nadie podrá negar la prestación de servicios, señalando las sanciones para los funcionarios públicos, para los particulares y para los establecimientos de salud que infrinjan las disposiciones de esta ley;

	8. Establecer normas para impedir cualquier tipo de discriminación en el ámbito educacional y laboral para las personas afectadas por el virus, como también las sanciones que afectarán a aquellos establecimientos o instituciones que no respeten estas normas;

	9. Establecer la obligación preferente del estado a favor de los niños que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana, como también normar adecuadamente su protección, asistencia, tratamiento, atención médica y, en general, todas aquellas medidas para su seguridad;

	10. Iguales medidas de protección y prevención se señalan para la mujer en estado de embarazo;

	11. De igual manera, se establecen en esta ley los procedimientos y medidas destinadas a la protección del personal de la salud de nuestro país, y

	12. Elaborar políticas específicas para aquellas personas que ejercen el comercio sexual.

++++++++++

	Los fundamentos de la moción señalan  que el virus de inmunodeficiencia humana representa un grave problema social y de salud pública, ya que se trata de una infección que, en un plazo que varía entre algunos meses y los quince años, determina el desarrollo del síndrome de inmunodeficiencia humana adquirida (SIDA), enfermedad que es mortal.

	Los autores de la iniciativa de ley expresan que la infección provocada por este virus y su consecuencia, el SIDA, constituye una pandemia cuya magnitud, según la Organización Mundial de la Salud, ascendía, al mes de marzo de 1996, a un total de un millón trescientos un mil seiscientos doce casos que afectaban a personas adultas y a once mil seiscientos cuarenta y tres casos pediátricos.  El número de muertes en nuestro continente, a igual fecha, ascendía a trescientas noventa y dos mil setecientas cincuenta y una personas.

	Asimismo, hacen presente que informes de la Organización Panamericana de la Salud señalan que en el continente americano se notifican más de cien mil casos nuevos de Sida al año, cuya incidencia es la mayor entre todas las regiones del mundo.

	En nuestro país, el primer caso se notificó el año 1984.  Ha habido un crecimiento sostenido de una tasa de cinco coma cuatro por ciento anual, por cada cien mil habitantes.

	Según el programa de Vigilancia Epidemiológica de la Infección VHI/SIDA, desarrollado por la Comisión Nacional del SIDA, dependiente del Ministerio de Salud, a partir del año 1984 se había notificado, al 31 de marzo de 1996, un total de mil cuatrocientos cincuenta y seis casos de infectados enfermos y dos mil doscientos tres de portadores del virus, en las trece regiones del país, y se había informado del fallecimiento de novecientas nueve personas.

	Es importante destacar que las tasas más elevadas, acumuladas al 31 de marzo de 1996, se presentan en orden decreciente, en las siguientes regiones del país: Metropolitana, 20,1 por ciento; Quinta Región, 15,9 por ciento; Segunda Región, 7,4 por ciento; Primera Región, 3,4 por ciento, y Cuarta Región, 3,3 por ciento por cada cien mil habitantes.  Asimismo, se hace constar que la infección está presente en las trece regiones del país y que la tasa promedio nacional acumulada llegaba al 11, 1 por ciento por cada cien mil habitantes. 

	Es necesario informar que en nuestro país el noventa y dos por ciento de los enfermos son hombres y el ocho por ciento, mujeres. La proporción hombre - mujer, en el período 1992 - 1996, fue de 10,1 por ciento menor al promedio entre los años 1984 - 1991, que fue de 15,1 por ciento, tendencia que tiende a mantenerse.

	Los autores de la iniciativa destacan que el principal grupo etario afectado se ubica entre los 20 y los 49 años y concentra el ochenta y cinco por ciento de los casos. De igual manera, entre los 20 y los 29 años, es el veintisiete coma cinco por ciento, entre los 30 y los 49 años, el cincuenta y siete coma cuatro por ciento; entre los 50 y más años, el once coma tres por ciento y en los menores de 20 años, el tres coma tres por ciento.

	Asimismo, se señala que en nuestro país la vía más frecuente de transmisión es la sexual, derivada de relaciones sexuales sin protección.  Ella corresponde al ochenta y dos coma cinco por ciento. El diecisiete coma dos por ciento corresponde  a las relaciones heterosexuales.  En las relaciones homo – bisexuales el porcentaje varió de siete coma uno por ciento, en el periodo 1984 - 1989, a tres coma uno por ciento entre los años 1990 y 1995.

II.  ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

	No los hay.

III. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN

	La Comisión recibió información y escuchó a representantes del Ministerio de Salud, de otro ministerios y de diversos organismos e instituciones. 

Entre otras, concurrieron las siguientes:

	El Ministro de Salud, doctor Alex Figueroa; el Subsecretario de Salud, doctor Álvaro Erazo; el Jefe de Gabinete del Ministerio, señor Pablo Ortiz, y el Auditor de esa Secretaría de Estado, señor Francisco Ossandón; la Directora de la Comisión Nacional del Sida, doctora Raquel Child; la encargada del Área de Estudios y Epidemiología de la Comisión Nacional del Sida, doctora Anabella Arredondo, y la abogada, asesora legislativa de esa Secretaría de Estado, señora Danae Fring; la encargada del área de prevención de Conasida, señora Pilar Planet; la ex Ministra de Salud de Francia, doctora Michelle Barzarch; el especialista en salud pública y fundador de la organización Médicos del Mundo, doctor Jacques Lebas; el Fundador de la Clínica Familia para enfermos terminales de Sida, Padre Baldo Santi, y la Directora Ejecutiva de dicha entidad, señora María Margarita Reyes; la representante del Ministerio de Educación, señora Lidia Salinas; las representantes del Servicio Nacional de la Mujer, señoras Patricia Araneda y Ximena Barría; el Decano de la Facultad de Medicina de la Universidad Mayor, doctor Juan Giaconi; el presidente de la Organización Vivo Positivo, señor Rodrigo Pascal, y el Director Ejecutivo de Orientación de Salud Social, señor Max Cifuentes.

	El doctor Alex Figueroa (Ministro de Salud) enfatizó ante vuestra Comisión que la pandemia Sida es un fenómeno complejo que desborda las características de un hecho puramente sanitario propio  de las epidemias conocidas, ya que es una enfermedad mortal para la cual no existe vacuna, aun cuando hay absoluta claridad respecto de los mecanismos de prevención.

	En el mundo hay aproximadamente treinta millones de personas que viven con el virus, ya sea como portadores o como enfermos.  En Chile existe una estadística de todos los pacientes con Sida y de ella se desprende que el noventa y uno por ciento son hombres y el nueve por ciento, mujeres.  En el último tiempo, ha existido un crecimiento de los casos de la enfermedad en mujeres e incluso la relación durante 1991 era de 15 a 1; durante el año 1996 había cambiado de 7 a 1.  Las personas más afectadas se encuentran entre los 20 y 49 años de edad, ya que entre estas edades se concentra el ochenta y cinco por ciento de toda la población infectada en nuestro país.

	Informó que, desde el año 1984 y hasta el año 1998, se han notificado 2.526 enfermos de Sida y 3.552 portadores asintomáticos en todo el país, y han fallecido 1.631 personas.  La tasa de incidencia de la enfermedad es de diecinueve coma dos por cada cien mil habitantes y las regiones que concentran la mayor cantidad de personas infectadas son: la Metropolitana, con treinta y cuatro coma dos; la Quinta, con veintiséis coma tres; la Segunda, con catorce coma seis, y la Primera, con ocho coma nueve, por cada 100 mil habitantes.

	Por otra parte, expresó que la principal vía de transmisión en nuestro país es la sexual, con el 92% de los casos, seguida de la sanguínea, que alcanza al 6,3%; en tercer lugar, está la transmisión perinatal, con el 1,8% del total de los casos.

	Insistió en que el problema que enfrenta el país en esta materia es que se debe cambiar el enfoque de la salud pública en torno al tema del Sida, ya que, en general, los conceptos de salud pública frente a las enfermedades transmisibles tienen una connotación en la cual, más que reconocer derechos a las personas, se les imponen obligaciones de cuidado con el objeto de que no diseminen la enfermedad.

	En materia de Sida, la situación se complica, ya que no se puede obligar a las personas a que permanezcan aisladas o que no realicen su vida habitual.  Existe el derecho de las personas, que es superior al tema de la enfermedad, particularmente cuando se está frente al hecho de que el mecanismo de transmisión principal son las relaciones sexuales.  Toda la connotación y toda la carga que tiene la sociedad en torno al tema del tratamiento de la sexualidad influye en esta materia, todo lo cual hace que se esté frente a una enfermedad que reviste caracteres de complejidad distinta de las otras.  Especialmente, hay que tener en consideración la situación de las mujeres, que enfrentan un riesgo superior al que vivían hace algunos años.  Si bien esta enfermedad afecta a la población heterosexual, no es menos cierto que la población homosexual es la que tiene mayores riesgos.  Pero todo ello no puede ser objeto de discriminación, ya que se trata de personas que tienen derechos y deben ser respetadas en su dignidad, idea matriz del proyecto en tramitación, puesto que pretende cambiar el enfoque de la salud pública en relación con el Sida.

	Manifestó que la pregunta a la cual hay que responder es cómo se debe fomentar la no discriminación en la sociedad.  A este respecto, informó que  el Ministerio de Salud tiene algunas ideas que apuntan a potenciar la iniciativa en tramitación, a fin de adecuarla y captar en su justa medida y en toda su dimensión el intento de los parlamentarios autores de la moción y, al mismo tiempo, recoger las inquietudes que se han planteado por algunos señores diputados en la Comisión, ello con objeto de marcar un rumbo respecto de cómo la sociedad debe avanzar en la búsqueda de un ambiente de no discriminación hacia los portadores o enfermos de Sida.

	Destacó que la Constitución Política de la República, en su Capítulo I, establece la igualdad en dignidad y derechos de todos los chilenos.  Este es, por tanto, el primer marco de referencia que debe tenerse en cuenta, por lo que el Estado debe garantizar la igualdad de oportunidades en el derecho de todos los ciudadanos a la protección de la salud, sin discriminación de ningún tipo.  En todo caso, considera innecesario reproducir en el proyecto normas que ya están contempladas en el texto constitucional.

	Al mismo tiempo, estos principios constitucionales se vinculan con preceptos jurídicos que están reconocidos en el ámbito internacional referidos a la no discriminación y que corresponden a enfoques políticos y sociales para enfrentar el problema del Sida en la forma más eficiente.  Desde este punto de vista, destacó la Cumbre de París, de diciembre de 1994; el Programa de Acción de la Conferencia Mundial de Naciones Unidas sobre Población y Desarrollo de El Cairo, de septiembre de 1994; la Declaración de Copenhague en la Conferencia Mundial sobre Desarrollo Social de marzo de 1995, la Declaración y Plataforma de Acción emanada de la Cuarta Conferencia sobre la Mujer de Beijing, de septiembre de 1995, y la Declaración y Plan de Acción de Nueva Delhi sobre VIH y Sida, de diciembre de 1995.

	Por otra parte, estimó necesario intercambiar opiniones sobre las estrategias de integración social.  Desde el punto de vista del Ministerio, es preciso analizar la desigualdad en lo legal de las personas que viven con el virus, como también el problema dentro del contexto de los derechos que se pretendan vulnerar, como, por ejemplo, el derecho al trabajo.  La historia natural de la enfermedad indica que la persona tiene plena capacidad de desarrollo laboral o educacional por un período bastante largo y que, si ella contara con tratamiento de última generación, le aumentaría la sobrevida, por lo cual es necesario garantizar su inserción laboral y educacional.

	Destacó que los tratamientos que se aplican a los portadores del VIH convierten a una enfermedad dolorosa y desgastadora en una enfermedad crónica, por la no aparición de los síntomas, y, por lo tanto, el estado portador aumenta en el tiempo y las personas pueden desarrollar una vida bastante más cercana a la normal.

	Desde el punto de vista del Ministerio, analizadas la Constitución, las tendencias mundiales y las opiniones emitidas por las diferentes confesiones religiosas, no existe razón alguna para que toda persona que vive con el VIH no pueda ejercer los mismos derechos que los que no lo tienen, y no debe ser discriminada, sino que debe estar integrada a la sociedad.  En este sentido, tiene la convicción de que no se puede obligar a una persona que va a ingresar al mundo laboral o está postulando a un trabajo a que se efectúe el examen del Sida, puesto que ello no sólo no tiene justificación alguna sino porque vulnera la dignidad individual y el derecho a decidir sobre su cuerpo que tiene todo ser humano.  Asimismo, la enfermedad no puede ser considerada como una causa que justifique el término de la relación laboral.

	Teniendo presente ese marco de referencia, el Ministerio procedió a analizar el proyecto en estudio y concluyó que deberían tenerse como ideas fundamentales las siguientes:

	1.- La obligación del Estado de velar por la salud de todas las personas, poniendo énfasis en la prevención de la propagación de la pandemia del Sida en Chile, mediante:

	a) El otorgamiento a la población del máximo de información respecto a la transmisión del VIH/SIDA;

	b) La elaboración de políticas públicas de prevención que se desarrollen coordinadamente entre los Servicios de Salud;

	c) Acoger y apoyar la cooperación internacional y lo que pueda realizar la sociedad organizada, y

	d) La promoción de acciones que permitan la integración científica adecuada, el tratamiento y la rehabilitación, y

	2.- La importancia de la no discriminación, mediante la sanción de los actos o conductas discriminatorias en establecimientos asistenciales, educacionales o laborales.

	Concordantemente con lo anterior hay que establecer que el examen de detección del VIH/SIDA sea voluntario y tenga carácter de reservado.

	Expresó que el aporte del Ministerio para mejorar la técnica legislativa del proyecto consiste en proponer la eliminación de las normas que ya están contenidas en la Constitución Política de la República, en el Código Sanitario, en la ley N° 18.469 y en el decreto ley N° 2.763, de 1979.  Asimismo, sugiere suprimir algunos artículos que son reiterativos o inaplicables a nuestra realidad.  Manifestó el mas profundo interés por colaborar con la Comisión en el perfeccionamiento de la legislación propuesta, concordando con ella un nuevo texto, en el que se contengan materias que requieran de patrocinio del Ejecutivo.

	La doctora Michelle Barzach (ex Ministra de Salud de Francia) fue recibida especialmente por la Comisión. En su exposición, expresó que fue nombrada Ministra de Salud de Francia en el año 1986, por el primer Ministro señor Chirac, durante el primer gobierno de la llamada cohabitación. 

	Mencionó especialmente que en ese año en Francia no se había adoptado ninguna medida de prevención del Sida, salvo lo que decía relación con el control de la sangre, por lo que debió abocarse a la elaboración de una política integral sobre esta enfermedad que se constituía ya en una epidemia de carácter viral, social y médica con intensa presión de todos los medios y sectores de su país.

	Manifestó que, para enfrentar esta epidemia y comprender las medidas adoptadas, había que situarse en el contexto social, médico y epidemiológico del Sida en esa época.

	En marzo de 1986, la detección obligatoria en donaciones de sangre era la única medida reglamentaria que se aplicaba en Francia. Se la había establecido en agosto de 1985, aun cuando existían alrededor de 2.000 casos de Sida controlados, estimándose que unas 150.000 personas eran seropositivas, incluyendo alrededor de la mitad de heroinómanos.

	Para ese entonces, el Sida era una epidemia profundamente asociada a conductas minoritarias estigmatizadas y que aterraba de manera irracional a la opinión pública, por el modo como se transmite, a través de la sangre y del sexo, con consecuencia fatal.  Había preocupación respecto de qué parte de los seropositivos iba a enfermarse y por sus víctimas “inocentes”, representadas, fundamentalmente, por los hemofílicos y los recién nacidos, así como por la progresión explosiva y mundial de la enfermedad.

	Mencionó que la exageración mediática, los rumores sin fundamentos, la incertidumbre médica, fueron propicios a la estigmatización social, en un orden moral, y a la demagogia política, todo lo cual hizo que algunos propiciaran la dictación de una política coercitiva que implicara la detección obligatoria, la elaboración de ficheros y sidatorios.  Esta posición no sólo surgió en Francia, sino que también apareció en otros países.

	Al mismo tiempo, aparecieron las asociaciones de enfermos que se convirtieron en colaboradores de los profesionales de la salud, incorporando a los primeros médicos del Sida y a investigadores para tratar de hacer comprender a los políticos cuáles eran los nuevos retos de salud pública que planteaba esta epidemia.

	De esta manera, se inició buena parte de la política de salud contra el Sida, gracias a la colaboración y al diálogo entre estos tres interlocutores: médicos, políticos con poder de decisión y asociaciones de enfermos.  Ellos fueron muy importantes en la adopción de nuevas políticas de salud, ya que se transformaron en sus primeros activistas 

	Destacó que en esos años existían  fuertes imperativos políticos, ya que la epidemia apareció en Francia en un contexto poco favorable, puesto que había un gobierno conservador, cuyos apoyos sociales tradicionales, la iglesia y las asociaciones familiares, no estaban listos para superar tabúes sociales, y se contaba con pocos medios, o ninguno, específicamente destinados a la lucha contra las epidemias emergentes, ya que habían transcurrido muchos años desde la aparición de otra epidemia masiva. Existían, también, obligaciones y limitaciones legales que prohibían la publicidad de los medios anticonceptivos y, por ende, de los preservativos, como también, la venta de jeringas sin el respaldo de una receta médica.

	La opinión pública no estaba preparada para ser interpelada por los poderes públicos respecto a ámbitos relacionados con la esfera privada, es decir, sexualidad, conductas adictivas, etc., para considerar como prioritarias las necesidades de salud de las poblaciones marginales, ni para comprender los retos de la gestión del riesgo en salud, de las personas, además de la incertidumbre científica y terapéutica.

	Es decir, se debía construir una política global de salud que abarcara los ámbitos de investigación, de información, de prevención y de tratamiento.

	En relación con la investigación y la vigilancia, destacó los siguientes aspectos:

	- En julio de 1986, el Sida se convirtió, en su país, en una enfermedad que debía ser declarada obligatoriamente, pero manteniéndose el anonimato. 

	- En 1987, se efectuó el lanzamiento del primer programa nacional de Investigación sobre Sida, considerándola como la “gran causa nacional” para facilitar el llamado a fondos privados, junto con las subvenciones públicas.

	- Creación por parte de Francia y de los Estados Unidos de una fundación mundial de lucha contra el Sida.

	En materia de información, se realizaron las primeras campañas audiovisuales de prevención y difusión de folletos destinados a todo público, a los profesionales de la salud y a los extranjeros que llegaban a Francia. Tales campañas fueron muy difíciles, por cuanto se debía informar a la población sobre las formas de contaminación, para hacerla tomar conciencia y responsabilidad en su comportamiento.  Para llegar al máximo de personas posibles, se remitió, junto con la cuenta telefónica, un folleto explicativo respecto de cómo se contagia la enfermedad.  Por esta vía, se repartieron 25 millones de folletos.  Posteriormente, se hizo llegar esta información a los médicos y a todos los trabajadores de la salud.

	Añadió que, a su vez, la campaña nacional audiovisual representó un reto para los especialistas, ya que originó un gran rechazo, puesto que las familias no estaban dispuestas a aceptarla  porque implicaba el conocimiento de los medios para evitar el contagio, lo que incluía los preservativos. Por ello se tuvo que comenzar con mensajes muy generales.

	En una etapa posterior, se abordó la formación de los profesionales de la salud, así como de los trabajadores sociales, fundamentalmente orientada a la prevención.

	Respecto de esta materia, se consiguió autorizar la publicidad sobre preservativos y la venta libre de jeringas.  Esta última medida presentó dificultades, ya que, por una parte, se luchaba en contra de la drogadicción y, por la otra, se autorizaba la venta sin restricciones de las jeringas.  Incluso, en un primer momento se tuvo que autorizar su venta mediante un decreto, puesto que la ley que derogaba tal restricción no fue aprobada por el Parlamento.  Esta medida era básica en una política de prevención, en atención al alto número de drogadictos, especialmente heroinómanos, que había en Francia.

	Puso énfasis en que las campañas de prevención son fundamentales, ya que, si se adoptan las precauciones necesarias, se puede evitar que las personas se contagien, puesto que se trata de una epidemia esencialmente evitable, al contrario de otras enfermedades, cuyo contagio es indirecto.  Por ello, si se cambia la conducta de las personas, se puede evitar la enfermedad.  En todo caso, el Estado tiene una responsabilidad política en evitar la expansión de esta enfermedad, proporcionando los medios más amplios de información a toda la población.

	Señaló especialmente que el riesgo mayor está en las mujeres.  El problema existe en todos los países del mundo, ya que ellas no están protegidas y son muy vulnerables o están muy mal informadas.

	Finalmente, destacó ante vuestra Comisión que el proyecto de ley que se encuentra iniciando su tramitación en Chile está muy bien inspirado y declaró que, desde su punto de vista, es muy  interesante y completo.

	El Reverendo Padre Baldo Santi (fundador de la Clínica Familia) expresó que este proyecto tiene aspectos muy interesantes, como, por ejemplo, el resguardo de la privacidad de las personas seropositivas, así como también la  regulación del secreto profesional en consideración al respeto de la persona humana y de su naturaleza.

	Destacó, por ejemplo, que la colaboración del sector privado, puede darse en un doble aspecto, en la prevención o en la atención de las personas que viven con VIH.  La Clínica Familia tal como se la conoce, se dedica a atender enfermos terminales.  Se ha producido el milagro de la reconciliación entre paciente y familia, ya que los pacientes pueden recibir visita de sus familiares a cualquiera hora, comer con ellos, etcétera.  En el fondo, los parientes pueden apoyarlos y darles cariño.  Añadió que, en el período de más menos un año, han fallecido  117 personas.

	Hizo presente que el personal que se desempeña en el establecimiento está compuesto por cuatro religiosas de Santa Ana, dos enfermeras universitarias, una psicóloga y cuatro médicos que prestan servicio en forma alternada, tal como se encuentra establecido en un convenio celebrado con la Facultad de Medicina de la Universidad Católica de Chile.  Además, se cuenta con una empresa de aseo que trabaja las 24 horas del día, lo cual permite mantener las condiciones de higiene y de asepsia que se requieren para la atención de estos pacientes, ya que lo más importante es que los visitantes adopten las medidas necesarias para no ingresar ningún virus que ataque a los enfermos.

	Por otra parte, informó que la clínica ha sido visitada por 17 médicos de Latinoamérica, guiados por un médico de la Clínica Mayo, quienes catalogaron a la nuestra como la única experiencia de este tipo en América.  La finalidad primordial de esta clínica es crear un vínculo especial con el paciente y su familia.

	Agregó que, por su calidad de sacerdote, se encuentra sujeto al secreto o reserva por lo que no puede dar a conocer algunos hechos.  No obstante ello, cree que no puede menos que destacar que la clínica es un lugar de una calidad humana, espiritual y amistosa que no se habría imaginado nunca y que no estaba entre los objetivos del proyecto.

	Actualmente, cuenta con un grupo de más o menos 50 jóvenes que se han llamado “caminantes”, cuyo objetivo es dar a conocer a estudiantes, docentes y directivos de los establecimientos educacionales de manera más directa lo que significa el peligro del virus y sus formas de contagio.  Estas tareas no sólo comprenden labores de prevención, sino también de solidaridad.  

	En lo relacionado con la prevención, recalcó que ésta se basa en la educación, aun cuando reconoce que este proceso es lento.  En su opinión, este instrumento es lo más efectivo para detener el Sida aunque su éxito requiere de largo tiempo.

	Por otra parte, expresó que le causa mucho dolor un proyecto de las Naciones Unidas y de la Organización Mundial de la Salud que fue propiciado en el encuentro de El Cairo, Egipto, que ha llevado a los Estados Unidos de Norteamérica y Japón a poner a disposición veintiocho mil millones de dólares para esterilizar mujeres y hombres.  

	Agregó que, en una problemática tan grave como es el Sida, la Clínica ha colaborado con el Estado con voluntad de hierro, lo cual le ha permitido resistir todos los ataques y, lo que es más difícil aun, todos los elogios, que son más peligrosos que los ataques.  Para él, la labor que desempeña implica sólo cumplir con un deber como ser humano y, como sacerdote: hacer lo que hace para que las personas mantengan su salud.  Sin embargo, cree que el Estado tiene el deber de resguardar la salud pública más allá de la labor que desarrollan entidades privadas.

	Además, destacó que lo único que CARITAS ha querido hacer, es recorrer el camino difícil de Jesús: se ha hecho caminante con aquellos que están en desgracia con esta enfermedad.  Se sabe de las dificultades que ha despertado la perspectiva de la Iglesia a la hora de enfrentar y prevenir el Sida, no sólo como un tema técnico y sanitario, sino también como un desafío para recuperar lo humano y la riqueza de sus potencialidades como primer recurso que preserva, dignifica y conduce a solidarizar con los caídos.  Se ha llegado a postular y a reconocer un empobrecimiento tan profundo de lo humano, que se desconfía de las posibilidades religiosas, de las virtudes morales y de los ideales de vida que recordara el recientemente fallecido Monseñor Carlos Oviedo.

	Hizo presente que no pretende hacer una ofensa a la política chilena, pero si Estados Unidos pretende entrometerse en la territorialidad de cada país, es de mal gusto, porque Chile es un país soberano y se rige por una verdadera democracia. Por tanto, considera grave el hecho de que se esté usando un elemento técnico como el preservativo para disminuir el contagio con otros fines, como es tratar de bajar el aumento de la población y lograr la reducción de la familia.  Afortunadamente, en Chile esta línea aún es positiva y aún las mujeres desean ser madres, por motivos distintos de los incentivos económicos o materiales, ya que están fundados en el amor.

	Puso énfasis en  la aplicación de la triterapia para las personas que viven con Sida.  Señaló que es de todos conocido que este medicamento no es administrado a todos los pacientes y es lógico que aquellos que no lo reciben se consideren marginados.  Cree probable que los médicos, para no desilusionar a sus pacientes, recetan este medicamento y le informan a la persona que acuda al Padre Santi para que se lo proporcione.  Señala que esta situación la puso en conocimiento del Ministro de Salud, por cuanto considera poco ética esta manera de proceder, puesto que existen muy pocas personas capaces de solventar el gasto de este tratamiento, que asciende a cuatrocientos mil pesos mensuales.  Por ello, al recetarse lisa y llanamente este remedio, sin considerar la situación social y económica del enfermo lo único que se hace es crear falsas ilusiones.  En efecto, si bien el paciente concurre a la Clínica Familia con la esperanza de obtener el tratamiento, no siempre es posible proporcionárselo, y cuando esto sucede, se provoca más angustia y, a lo mejor, el suicidio.

	Por último, anuncia que en marzo próximo se iniciará la ampliación de las instalaciones de la Clínica, a fin de poder extender el conocimiento de la salud a la familia.  Para ello, se contratarán anuncios en televisión, a fin de ilustrar a todas las personas sobre la forma como se pueden preservar de ciertas enfermedades primarias.  Cree que éste es el mejor legado que puede dar al país que lo ha acogido, al cual considera más suyo que su país natal.

	El doctor Juan Giaconi (Decano de la Facultad de Medicina de la Universidad Mayor) hizo presente que sus observaciones derivan de su experiencia como profesor de salud pública.

	Informó que el Ministerio de Salud, a comienzos de 1998, publicó la lista de los quince problemas prioritarios  sobre salud pública, como también de los quince problemas de salud prioritarios vulnerables a la atención médica.  En aquellos vulnerables a medidas de salud pública, el VIH  SIDA apareció en el último lugar, después de los accidentes de tránsito, infecciones perinatales, cáncer del cuello de útero, cáncer de mamas, tuberculosis, etc.  Es decir, con una metodología seria de priorización como es la que hizo el Ministerio, su prioridad es la última.

	Agregó que, según antecedentes de gastos del Ministerio del año 1993, en lo que dice relación con las campañas preventivas, se puede apreciar que la que consume más fondos es precisamente la de prevención de la infección del VIH, cuyo monto a ese año era de dos mil cuatrocientos cincuenta y un millones de pesos, en cáncer cervical, fue de doscientos cincuenta y cinco millones, y en salud mental fue de cuatrocientos cuarenta y cinco millones.  Acotó que consultó las cifras actuales y fue informado de que, básicamente, la estructura del gasto es esencialmente la misma que la de los años 1993 y 1994.

	Asimismo, señaló que es necesario ver el impacto que han tenido las campañas sobre los casos nuevos de Sida y sobre la mortalidad.  En el último boletín de CONASIDA, se indica que los casos nuevos o la tasa de incidencia en los años 1996 y 1997 han disminuido, lo que implica que las campañas de prevención han tenido buen impacto, especialmente las realizadas en el área de educación.  La mortalidad por Sida, si bien constituye un índice más complicado de atribuir a las campañas, también ha disminuido en el tramo de hombres de 15 a 49 años de edad.

	Puso énfasis en que otro elemento  fundamental dentro del manejo del problema, es comparar las tasas de mortalidad.  Actualmente, en Chile mueren veintiún mil personas por enfermedades del aparato circulatorio; por tumores malignos, fallecen alrededor de dieciséis mil personas; por traumatismos y envenenamientos, nueve mil cien personas, y por Sida fallecen entre 40 y 50 personas por año.  Esta comparación explica las razones por las cuales el Ministerio tiene al Sida en la prioridad número 15, ya que, además de hacer un estudio de la carga de enfermedades, se mide también la mortalidad.

	Otra comparación que mencionó fue con la tuberculosis, que sigue siendo aún la enfermedad transmisible e infecciosa más importante en Chile.  Durante el año 1997, se notificaron tres mil ochocientos, setenta y nueve casos de tuberculosis y fallecieron ese año cuatrocientas cuarenta y dos personas afectadas, esto es, diez veces más que por Sida. Destacó que la tuberculosis es una enfermedad absolutamente curable, que tiene vacuna y tratamiento de entre tres a cuatro meses y muy efectivo, a diferencia del Sida, que no tiene vacuna ni tratamiento efectivos.

	Por último, expresó que tiene gran respeto por el Código Sanitario, si bien es muy antiguo como que la gran mayoría de sus disposiciones fueron dictadas a fines de la década del 60.  En su opinión, la casi totalidad de las disposiciones del proyecto referidas a salud podrían ser aplicadas a través de las normas del Código Sanitario.  Así es como existen facultades para que los Directores de los Servicios de Salud clausuren, por ejemplo, la CELCO de Constitución por contaminar.

	Un ejemplo más reciente está relacionado con la aparición del cólera, en que las normas del Código Sanitario permitieron a cada Director de Servicio dictar resoluciones que prohibían plantar determinadas verduras, restringir su riego con determinadas aguas y no permitir su consumo en restoranes.

	Por ello, piensa que el tema del Sida, en lo que dice relación con salud, puede ser abordado en base a las disposiciones contenidas en el Código Sanitario.

	A mayor abundamiento, señaló que en el Boletín de CONASIDA se da cuenta de dos temas que contempla el proyecto y que ya están recogidos por resolución del Ministerio.  Así es como en el año 1994, por resolución exenta N° 211, de fecha 10 de marzo de 1994, se estableció que la solicitud y la entrega de resultados de los exámenes de detección del VIH necesita del apoyo de un profesional debidamente entrenado en consejería, por las implicancias que tiene su resultado, cualquiera que sea éste, en la vida de las personas.  Asimismo, por otra resolución exenta, la N° 478, de fecha 6 de mayo de 1988, se estableció que las confirmaciones deben ser efectuadas por el Instituto de Salud Pública.

	El señor Max Cifuentes (Director Ejecutivo de la Red de Orientación en Salud Social, Reoss) hizo presente que la materia a que se refiere la iniciativa en estudio es compleja y necesaria en el sentido de dar apoyo a las personas que viven con el VIH y proteger sus derechos constitucionales.  En su opinión, ello tendrá un efecto positivo respecto a la epidemia misma, puesto que, mientras más se controle la posibilidad del contagio, más favorable sería la actitud de las personas para hacerse el examen y, en caso de resultar positivo, para buscar el tratamiento adecuado, lo cual repercutirá positivamente en lo que dice relación con la evolución del contagio y la difusión del virus.

	Manifestó que, a su juicio, la iniciativa presenta dos debilidades.  La primera está relacionada con la relación entre el Estado y la sociedad civil, ya que, si bien en general se insta y se recomienda que el Estado colabore, proporcione vías de participación y estimule las iniciativas de la sociedad civil, no establece la promoción de la organización de la sociedad civil en el contexto de la epidemia.  Agregó que en muchas sociedades es el Estado el que promueve la constitución de grupos dentro de la sociedad civil, cualquiera que sea la iniciativa de que se trate.  En materia de Sida esto resulta básico y fundamental, ya que muchas personas dependen del Estado para su tratamiento y para ser beneficiarias de acciones preventivas.  Por ello, es necesario promover la creación de organizaciones para que atiendan a una población que, por su cultura, religión y situación socioeconómica, requiere que dichas acciones sean concretas.

	La segunda debilidad del proyecto está relacionada con las políticas específicas de prevención.  Por ejemplo, las dirigidas a las personas que ejercen el comercio sexual, especialmente las mujeres.  Estimó que las normas propuestas en el proyecto están muy ligadas al embarazo.  En su opinión, se protege mejor al niño por nacer proporcionando una completa protección a la mujer, más que dándole tanta importancia a la mujer embarazada, porque el problema de las mujeres queda reflejado en la desigualdad de género, que es la causa directa del gran número de mujeres contagiadas, ya que la mayoría de ellas han sido infectadas por sus parejas estables.

	Señaló que, por la experiencia, su institución ha logrado constatar que la prevención de las mujeres está directamente relacionada con la falta de recursos económicos y psicosociales para enfrentar la realidad del contagio.   Por ello, a las mujeres hay que otorgarles el derecho a ser protegidas como minoría sexual, más allá del embarazo.

	Asimismo, estimó que el proyecto tiene que considerar a la sociedad civil en lo que dice relación con los pacientes y con el apoyo a la formación de agrupaciones que los representen, como también con otras minorías sexuales, como la comunidad homosexual o los usuarios de drogas, que son grupos que, obviamente están más expuestos al contagio.

	Enfatizó que el proyecto debe contemplar servicios de orientación a las personas que se realizan los exámenes.  A este respecto, estimó positivo el hecho de que se impida la obligatoriedad del examen, especialmente en el contexto laboral, aunque ello también tiene el efecto inverso: la gente no se hace el examen por miedo a comprobar que está contagiada con el virus y, por ello. a ser estigmatizada.  Agrega que el examen puede cumplir una función muy positiva con respecto a la prevención e impedir la difusión del virus, si va acompañado de orientación.

	Dio a conocer que la organización que dirige tiene tres líneas de acción.  La primera es de prevención, en que básicamente da respuesta a consultas telefónicas y realiza talleres en liceos municipalizados, especialmente a primeros y segundos años de enseñanza media, en las ocho comunas del área norte de Santiago.  Además, publica en forma ocasional un boletín informativo, que contiene diferentes antecedentes sobre el virus, la transmisión, prevención y noticias de interés social y cultural para grupos específicos de la población.

	La segunda línea de trabajo corresponde a la detección del VIH, para lo cual cuenta con dos médicos.  En esta consulta médica, atiende a un sesenta por ciento de hombres y a un cuarenta por ciento de mujeres.  De los hombres, el sesenta por ciento es heterosexual y el cuarenta por ciento es homo o bisexual, de manera que el público que va a la institución es bastante plural.  Añadió que la persona que acude a tratarse por una enfermedad de transmisión sexual y que se hace el examen de detección del VIH recibe una orientación previa, ya que cree que nadie puede ir al médico sin pasar por una sesión de orientación individualizada.

	La tercera línea de trabajo, comprende la realizada con personas con el VIH.  En esta área, cuenta con trabajadoras sociales y presta atención médica puntual, para atender afecciones específicas que, por diversas razones, no se atienden en los hospitales.  En esta misma línea de trabajo, tiene talleres de manualidades, de desarrollo personal, así como de apoyo para la tramitación de determinados beneficios municipales o previsionales.

	Explicó que REOSS es una organización no gubernamental, que recibe un pequeño subsidio proveniente del Servicio de Salud Metropolitano Norte que le permite funcionar. Destaca que ello representa un ejemplo de cómo se puede funcionar con un aporte mínimo,  combinando áreas de trabajo, que son:  prevención, información, orientación, detección del VIH y apoyo a las personas que viven con el VIH.  En este caso trabaja en colaboración con el hospital San José.  En esta organización se desempeñan 10 personas, entre médicos, trabajadoras sociales y profesores de talleres.  Se cuenta, además,  con un grupo de voluntarios.

	Finalmente, señaló que desea hacer presente  “que el examen inspira terror” cuando se hace en el ámbito estatal.  Ello no implica que esté diciendo que haya discriminación o falta de confidencialidad; pero en muchas personas existe una anticipación y un conocimiento cierto.  Además, en la gran mayoría de los casos, existe desconocimiento de ciertas realidades propias de cada grupo en particular, por lo que el énfasis de la entidad que dirige está en la realización de talleres, con objeto de que la persona que asiste sepa que puede concurrir a esa misma institución, será atendida por la misma gente que dio el taller, donde en forma confidencial y sin necesidad de identificarse será atendida, se podrá efectuar el examen y recibirá el apoyo en sus necesidades específicas.

	El señor Rodrigo Pascal (Presidente (s) de la organización Vivo Positivo) expresó ante la Comisión que los integrantes de esa organización son aquellas personas que viven con el virus del VIH.   En tal sentido, agradeció la invitación que le permite dar a conocer los problemas que tienen como afectados directos.

	Agregó que la relevancia del problema en discusión no es sólo para las personas que viven con el virus del VIH, sino también para la sociedad entera, que se ve afectada por esta pandemia, la que, implacablemente, va destruyendo la estabilidad y la tranquilidad social y familiar y la vida de los pueblos. Esta pandemia crea inestabilidad económica en los países y el caos de la humanidad.  En efecto, ataca con voracidad incontrolada, ya que además ha logrado afectar a más del cuarenta por ciento de los habitantes de algunos países, como es el caso  del África Sursahariana.

	Señaló que ellos viven con una muerte anunciada, con  temor e impotencia frente a la realidad que los va consumiendo y, de esta manera, terminando con toda su lucidez.  Unos caen en hospitales, otros en sus casas y otros en los lugares en que han sido acogidos para pasar los últimos días. Los más son abandonados por quienes han sido sus seres más queridos. Añadió que ésta es la más devastadora  muerte social a la cual están sujetas las personas que viven con este mal, el virus de inmunodeficiencia humana.

	Explicó que, en el momento de enterarse de que han contraído este mal, llega implacablemente el terror.   Es la conciencia de estar totalmente desprotegidos ante esta enfermedad, frente a una sociedad ignorante y prejuiciada, que actúa en forma aun más implacable que el virus, una sociedad a la cual, como todo miembro de ella, le han entregado sus mejores años de trabajo.  Es una sociedad que no escatima recursos ni canales para despojarlos de sus derechos fundamentales como seres humanos, y esto sólo por ignorancia y porque, después de más de 15 años desde la primera muerte por Sida en nuestro país, no existe una política de Estado, ni se ha estructurado un sistema o una ley de protección ni se han establecido los canales de información necesarios y adecuados para resguardar la vida y la integridad humana y la de quienes viven con VIH/SIDA.  Especialmente, destacó la falta de información amplia, clara y abierta para que no surjan nuevos casos de personas infectadas, como sucede mayoritariamente en los jóvenes y en las  mujeres dueñas de casa.

	Informó de personas que afectadas por el Sida, han sido despedidas de su trabajo y perseguidas en su barrio hasta el punto de hacerse necesaria la presencia de carabineros para evitar una masacre. Los enfermos de Sida tienen que enfrentar a una comunidad hostil; a un mundo que no los protege y que, por el contrario, los acosa; a una sociedad que los despoja de toda dignidad y que les ha negado hasta la caridad humana para morir.

	Finalmente, explicó ante la Comisión diversas situaciones de violación de los derechos de las personas portadoras del Sida y consideró fundamental respaldar y apoyar este proyecto de ley.  Apeló al parlamento para darle respaldo y apoyo a esta iniciativa, considerando que la realidad actual de la epidemia en nuestro país está  en condiciones de ser manejada apropiadamente, si se aborda la situación en forma integral, utilizando la experiencia internacional, la cual nos prueba que la prevención y la no discriminación son las mejoras prácticas para enfrentarla.

IV.  ARTÍCULOS QUE DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

	No los hay.

V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL.

	Después del estudio y análisis general de la materia en comento,  la mayoría de los señores Diputados integrantes de la Comisión estimó que esta iniciativa legal responde a las necesidades y requerimientos prioritarios de un sector de la población, sin perjuicio de reconocer que ella puede ser mejorada en el curso de la discusión en particular.

	Se destacó, en especial el interés del Ministerio de Salud en orden a trabajar en conjunto con la Comisión, a fin de perfeccionar el proyecto de ley en estudio e introducir las indicaciones que fueren propias de la iniciativa de S. E. el Presidente de la República y que, por tanto, no ha sido posible incluir en su texto por los señores Diputados patrocinantes del mismo.

	De igual manera, se hizo especial mención del hecho de que, durante seis sesiones, se ha analizado y estudiado la iniciativa con la participación de las autoridades del Ministerio de Salud, universitarias, de diversos especialistas y representantes de organizaciones de pacientes afectados por la enfermedad y de instituciones dedicadas a su atención, todo lo cual ha permitido lograr una visión global del tema y de los alcances del proyecto.

	Se insistió en que, es muy importante desde el punto de vista estrictamente normativo, que este proyecto sea perfeccionado, porque la señal que la Comisión de Salud daría a la sociedad aprobando la idea de legislar sobre el tema y particularmente al eliminar toda forma de discriminación para con las personas que viven con VIH, es necesario para el país.

	Se expresó que el  proyecto tiene una inspiración y una muy buena motivación, razón por la cual es muy difícil restarse a su aprobación, fundamentalmente por la realidad de la discriminación que sufren los enfermos de Sida.  No es menos cierto que el mundo legislativo y político tiene que preocuparse también de otras enfermedades, que el Ministerio de Salud ha priorizado.  Sin embargo, la del Sida, frente a otras patologías, tiene la desventaja de que las personas que la padecen son discriminadas.

	Se insistió en que la necesidad de dictar una legislación especial está dada por dos elementos que se conjugan: por una parte, otorgar fuerza de ley para garantizar un derecho real y efectivo en materia de salud, lo cual constituye un nuevo enfoque legislativo, y por la otra, no permitir la discriminación para con las personas afectadas.  Desde esa perspectiva, se asume el derecho de la sociedad de defenderse de una enfermedad, o sea, de asegurar el derecho a la salud.  Por eso, está surgiendo una nueva tendencia legislativa, que obliga a reflexiones muy específicas.

	Se argumentó, por un miembro de vuestra Comisión, que en la discusión previa del proyecto hubo interesantes exposiciones realizadas por los distintos invitados, las cuales fueron muy ilustrativas, aclaratorias y motivadoras en cuanto a la necesidad de darle una atención mayor de la que, probablemente se les estaba dando a las personas portadoras del VIH o que sufren de Sida.  Insistió en que, como producto de este debate, se aclararon dudas sobre si era real la necesidad de dictar una legislación especial para enfrentar esta pandemia. Dichas dudas eran absolutamente legítimas, y a la hora de proceder a la votación de la idea de legislar, aún se mantenía la impresión que las dudas no habían sido totalmente resueltas.  Pero destacó que, frente a esa incertidumbre, se tiende más bien a favorecer un determinado curso de acción, que permita adentrarse en el tema, más que cerrar una posibilidad de diálogo o conversación.

	De igual manera, más allá de los fundamentos del proyecto y de las motivaciones de sus autores, estimó que la iniciativa requería ser perfeccionada por estimar que adolecía de serias y graves fallas e incorrecciones, que implicarían un arduo trabajo para la Comisión.  En su opinión, el proyecto debería reformularse, a fin de desechar una serie de artículos que, a su juicio, no tenían mayor sentido o no eran propios de una ley, ya que no tendrían efecto jurídico alguno.  A pesar de ello, anunció su voto favorable a la idea de legislar, por cuanto se había sensibilizado respecto del efecto pedagógico que las leyes pueden tener y por el hecho de que este proyecto constituía un desafío para la Comisión, en orden a aprobar una ley que, a lo mejor, contendrá menos artículos que los propuestos, pero que será más eficaz y categórica.

	Por otra parte, se destacó también que esta iniciativa repite los propósitos y objetivos que se tuvieron presentes en la tramitación del proyecto de ley sobre transplantes de órganos, puesto que en él se debatió acerca de la vida, la muerte, la libertad y el consentimiento y sobre profundos principios humanos y de derecho que estaban estrechamente ligados con la medicina.  Se recalcó que el proyecto aborda situaciones graves, que en algunas personas pueden provocar cierto resquemor y rechazo, por lo que se tiende a eludir el tema.  Sin embargo, un grupo de parlamentarios ha tenido la valentía, la inteligencia y la capacidad de plasmar una iniciativa legal sobre un problema complejo.

	Se adujo que la regulación y la complementación de la medicina y el derecho son necesarias, especialmente porque el progreso técnico y la evolución de la medicina han obligado a legislar sobre estas materias, ya que la inexistencia de una norma legal retrasa o impide, por ejemplo, la realización de los transplantes.  Por ello, se estima que el derecho en general y la ley en especial deben procurar un proceso de avance para la ciencia, y no obstruirla.  El derecho es una reacción y una consecuencia de la preocupación del hombre para reglamentar y regular las circunstancias nuevas que van apareciendo.

	Se insistió en que, al iniciarse el estudio de esta iniciativa, muchos de los integrantes de la Comisión eran escépticos respecto de la necesidad de legislar sobre la materia y que, en más de una oportunidad, señalaron que iban a votar en contra de la idea de legislar, ya que consideraban que ella no iba a tener eficacia, puesto que muchas de sus disposiciones eran de carácter general.

	No obstante lo anterior, se estimó finalmente  que la iniciativa contempla disposiciones que son adecuadas, puesto que uno de sus principales objetivos es el de prevenir la infección causada por el virus de inmunodeficiencia humana, enfermedad que se diferencia de otras en razón de que se está frente a una pandemia compleja que se encuentra relacionada con la conducta y las relaciones humanas y con la discriminación que sufren las personas que la padecen, consideraciones que son mucho más amplias.

	Se expresó que no existe ánimo de restarse al apoyo que merecen los enfermos de Sida, sino que las dudas se presentan cuando se constata que existen tantas situaciones de falencia en materia de atención de salud, que podría llegar a pensarse cuál es la razón para que estas personas reciban un tratamiento especial.  Pero la justificación para darles un tratamiento especial es la connotación que tiene el contagio del VIH, que está estrechamente vinculado a una conducta especial.  Es una forma de contagio diferente, que involucra factores morales y éticos distintos.  Además, se tuvo en cuenta que el solo hecho de que se dicte una legislación especial puede ayudar a prevenir y a tomar conciencia de los efectos y de las características de la enfermedad.

	Se puso énfasis en que el Sida se está tratando y en que las autoridades de salud han dictado normas para su manejo.  En cierta medida, ellas han tenido éxito, puesto que la enfermedad se está controlando.  Obviamente, el principal problema es la falta de recursos, al cual también se ve enfrentado el tratamiento de otro tipo de enfermedades.

	Se añadió que la carencia de recursos no depende de la aprobación de este proyecto y que la discriminación de que son objeto los portadores del VIH y las personas con Sida nace de la falta de conocimiento real de la enfermedad y de la carencia de información respecto a la forma de contagio.  Muchos profesionales de la salud, cuando se conocieron los primeros casos, eran incluso reacios a atenderlos, situación que fue ampliamente superada.  Para poner término a la discriminación, se requiere educar y enseñar a la población respecto de las formas de contagio y de sus efectos.  Es en esta área donde se debe poner el énfasis y proporcionar los recursos para producir un cambio.

	Votación en general.

	Terminada la discusión general del proyecto, los Honorables Diputados integrantes de vuestra Comisión concluyeron en que había razón para prestarle aprobación, pero que, en todo caso, durante la discusión particular, sería necesario introducirle diversas modificaciones, tanto de carácter formal como de fondo, así como también, contar con la participación del Ejecutivo, por intermedio del Ministro de Salud, para agregar materias de suma importancia para su perfeccionamiento, que eran privativas de la iniciativa de S.E. el Presidente de la República.

	Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobada la idea de legislar por diez votos a favor y una abstención.

VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN. 

	1.- Del Diputado señor Urrutia, al inciso segundo del artículo 2°, para reemplazar la frase “los resultados y avances de la investigación científica” por “los resultados y avances mundiales en la materia”.

	2.- De las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y del Diputado señor Naranjo, para reemplazar el artículo 3° por el siguiente:

	“Artículo 3°.- Constituye una obligación preferente del Estado elaborar y ejecutar políticas y acciones de protección, asistencia y cuidado de los niños y niñas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana.  Dichas políticas y acciones deberán elaborarse y ejecutarse teniendo especialmente en cuenta los derechos que a éstos les aseguran las leyes y la Convención Internacional de los Derechos del Niño.

	Dichas políticas deberán propender a mantenerlos dentro del medio familiar.  Sólo en situaciones de excepción calificada, tales como imposibilidad de tratamiento ambulatorio, negativa de los padres y guardadores a dicho tratamiento, y siempre que aparezca que éste no podrá realizarse sino a través de la internación, dichas políticas podrán considerar medidas especiales de internación en establecimientos que aseguren su oportuna e integral atención.

	Además, deberán elaborarse y ejecutarse políticas preventivas destinadas a evitar el contagio de los niños y niñas que se encuentren en situaciones de especial riesgo de contraer esta infección.”

	3.- De las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y del Diputado señor Naranjo, para agregar el siguiente artículo 9°, nuevo:

	“Artículo 9°.- En ningún caso las políticas y acciones preventivas asistenciales que se ejecuten en esta materia, sean públicas o privadas, podrán admitir o permitir contenidos que signifiquen estigmatización, menoscabo moral o deshonra de ninguna persona o grupo de personas.

	Asimismo, el goce o ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución o las leyes no podrán ser condicionados al hecho de que una persona viva o no con el virus de inmunodeficiencia humana ni a la realización previa del examen de detección de este virus.  Del mismo modo, no podrá condicionarse el goce de los derechos de una persona a la circunstancia de encontrarse ligada por un vínculo de filiación, parentesco o convivencia con una persona que viva con el virus de inmunodeficiencia humana.”

	4.- De la Diputada señora Cristi y los Diputados señores Arratia, Moreira, Olivares y Palma, don Osvaldo, para introducir la siguientes modificaciones en el artículo 6°, que pasaría a ser 9°:

	a) Suprimir, en el inciso primero la frase “y voluntario, debiendo constar por escrito la voluntad del interesado o de su representante legal”.

	b) Agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

	“El examen en los casos de poblaciones de alto riesgo y preoperatorios, será obligatorio.

	El Ministerio de Salud definirá este tipo de poblaciones de alto riesgo para resguardar la salud de la población sana.”

	5.- De las Diputadas señora Pollarolo y Saa y del Diputado señor Naranjo, al inciso primero del artículo 8°, que pasaría a ser 11, para sustituir la expresión “al artículo 6°” por “a los artículos 3° y 6°”.  Se hace constar que la referencia al artículo 6° debe ser entendida al artículo 9°.

	6.- De las Diputadas señora Pollarolo y Saa y del Diputado señor Naranjo, al artículo 12, que pasaría a ser 15:

	a) Para reemplazar la expresión “juez civil” por “juez de policía local”, y

	b) Para sustituir la frase “procedimiento sumario, del Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil”, por “procedimiento fijado en la ley N° 18.287”.

Discusión y votación en particular del proyecto.

	Vuestra Comisión se abocó a la discusión y votación particular del proyecto de ley en base a un texto sustitutivo, patrocinado y concordado entre la Comisión y el Ejecutivo.

Artículo 1°.

	Dispone que corresponde al Estado la elaboración de las políticas públicas de prevención y de asistencia destinadas a impedir y controlar la extensión de la infección causada por el virus de inmuno deficiencia humana, VIH, que da origen al síndrome de inmunodeficiencia adquirida, SIDA.

	A este artículo se le formularon las siguientes indicaciones:

	- De las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y del Diputado señor Naranjo:

	a) Al inciso primero, para reemplazar la expresión “destinadas a”, eliminado la coma (,) que la antecede, por la siguiente: “que promuevan todas las condiciones institucionales, sanitarias, culturales y sociales en general que sean necesaria a fin de”.

	b) Al inciso primero, para sustituir el punto final (.) por una coma (,) y agregar la siguiente frase “así como las destinadas a disminuir su impacto psicológico, económico y social en la población”.

	c) Para agregar el siguiente inciso segundo:

	“Asimismo, esta ley tiene por objeto asegurar a cualquier persona que viva con el virus de inmunodeficiencia humana el igualitario goce y ejercicio de sus derechos, impidiendo cualquier forma de discriminación en su contra.”

	Las indicaciones al inciso primero de este artículo tienen por objeto reponer dos ideas contenidas en el texto concordado con el Ministerio de Salud y que, en definitiva, no fueron recogidas por la indicación sustitutiva del Ejecutivo.  En primer lugar, el objetivo de esta ley es prevenir la infección causada por el VIH y, por ende, la infección del Sida.  Al no considerarlas, se empobrece esta gran tarea del Estado.

	La segunda indicación, al mismo inciso primero, que repone el texto que había sido concordado con los representantes del Ministerio de Salud y de la Comisión Nacional del Sida, se refiere a establecer que no se está abordando sólo la salud pública, sino que se pretende provocar un impacto en otros aspectos de la persona, como son los psicológicos, económicos y sociales que produce esta pandemia.  Ello, en consideración al hecho de que ella tiene una dimensión distinta de otras, no sólo en el ámbito de la salud, sino en todos los aspectos de la persona.  Este hecho la hace especial y distinta de otras enfermedades.  Tales características, a su vez, constituyen la justificación y la fundamentación de la necesidad de legislar en forma especial sobre el VIH/SIDA.

	Se hizo presente que el texto propuesto por el Ejecutivo reduce el marco, que necesariamente debe ser muy amplio, para combatir este tipo de pandemia, y no considera otros aspectos, que no están relacionados con la salud física propiamente tal, no sólo del individuo, sino también de la sociedad.

	- Puesto en votación el inciso primero con las indicaciones signadas con las letra a) y b), fue aprobado por unanimidad.

	La indicación que propone agregar un inciso segundo, nuevo, se fundamenta en que uno de los principios básicos y esenciales del proyecto, además de la prevención, es evitar la discriminación de las personas que viven con VIH/SIDA, lo cual debe quedar expresamente establecido en el artículo 1° del proyecto.

	- Puesta en votación la indicación signada con la letra c), se aprobó por unanimidad.

	Consecuentemente, el artículo con las indicaciones fue aprobado por unanimidad.

Artículo 2°.

	El inciso primero establece que las políticas públicas deberán ser elaboradas y ejecutadas intersectorialmente, bajo la dirección y orientación técnica del Ministerio de Salud.

	El inciso segundo dispone que en la elaboración y ejecución de esas políticas debe asegurarse el pleno respeto al goce y ejercicio de los derechos fundamentales de las personas que viven con el virus de inmunodeficiencia humana o de sus parientes y que en ellas se tomarán en consideración los resultados y avances de la investigación científica.  En tal sentido, no podrán contener acciones que involucren un menoscabo de la honra o a la dignidad de las personas o que constituyan discriminación en razón de vivir con el VIH.

	El inciso tercero señala que en estas políticas se considerará la participación de la sociedad civil, la que se concretará en la forma y condiciones que se establezcan en el reglamento de esta ley.

	El inciso cuarto estatuye que se podrán elaborar y ejecutar políticas de prevención, protección y asistencia específicas para los grupos más vulnerables.

	Se presentaron las siguientes indicaciones:

	a) De las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y del Diputado señor Naranjo, para sustituir el inciso segundo por los siguientes incisos:

	“Los contenidos de tales políticas públicas deberán perseguir siempre la promoción, garantía y respeto de los derechos fundamentales de las personas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana o de sus parientes.  En tal sentido, no podrán contener ni permitir elementos o acciones que involucren un menoscabo de la honra o dignidad de ninguna persona o grupo de personas, o que constituyan una discriminación en su contra en razón de vivir con el virus de inmunodeficiencia humana.

	Tales políticas deberán elaborarse y ejecutarse teniendo en cuenta los resultados y avances de la investigación científica, considerando las constataciones, resoluciones y recomendaciones de las organizaciones internacionales competentes en la materia.”

	b) Del Diputado señor Urrutia, al inciso segundo, para reemplazar la frase “ los resultados y avances de la investigación científica” por “los resultados y avances mundiales en la materia”. 

	c) Del mismo señor Diputado, al inciso tercero, que pasaría a ser cuarto, para suprimir el vocablo “civil”.

	d) Del Diputado señor Melero, al inciso tercero, que pasaría a ser cuarto, para intercalar, a continuación de la palabra “sociedad”, la frase “a través de sus organizaciones”.

	e) De las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y del Diputado señor Naranjo, al inciso tercero, que pasaría a ser cuarto, para intercalar, entre las expresiones “elaboración” y “de tales políticas”, la frase “ejecución y evaluación”.

	f) De los mismos Diputados, al inciso cuarto, que pasaría a ser quinto, para sustituir el vocablo “podrá” por “deberá”, y para agregar la siguiente frase final, reemplazando el punto (.) por una coma (,): “de acuerdo con la realidad epidemiológica nacional.”

	Las indicaciones, en el mismo orden,  tienen por objeto ordenar estas materias dejándolas en una sola disposición.  Así es como se consideran en un solo inciso los objetivos de aquellas políticas destinadas a perseguir siempre la promoción, garantía y respeto de los derechos fundamentales de las personas.

	Asimismo, se propone introducir el concepto de orientación activa en relación con el respeto de los derechos fundamentales de las personas, señalando que las políticas no pueden contener ni permitir acciones que impliquen discriminación.  Este es un elemento nuevo, que se agrega en pos de reforzar la idea del objeto de las políticas públicas, en el sentido de que la orientación no debe ser pasiva, sino que las políticas no pueden contener acciones que impliquen un menoscabo a la honra o dignidad de las personas

	El segundo aspecto que se aborda en la indicación al inciso tercero es el de la investigación científica, con lo cual se cumple con uno de los objetivos fundamentales, que es reordenar las materias que contiene el artículo.  Esta disposición se refiere a la investigación científica como marco en el que deben elaborarse y ejecutarse las políticas.  Este inciso señala que los resultados y avances de la investigación científica deben ser considerados en la elaboración y ejecución de las políticas públicas.

	Los representantes del Ejecutivo estimaron inconveniente establecer la obligación de considerar los resultados de la investigación científica internacional o las recomendaciones emanadas de organismos internacionales, ya que, si bien es reconocido que existen organismos que presentan estándares muy altos, otros contemplan realidades o estándares muy bajos para ser considerados como referentes por nuestro país, por lo que no sería aconsejable que dichas recomendaciones constituyeran una referencia técnica y normativa prioritaria u obligatoria en Chile.

	- Puestos en votación los incisos primero y segundo con la indicación signada con la letra a), fueron aprobados por la unanimidad de los Diputados presentes.

	La indicación al inciso tercero, que pasa a ser cuarto, pretende fortalecer la participación de la sociedad civil., a la que, además de la injerencia en la elaboración de las políticas públicas, parece importante otorgarle atribuciones para que pueda realizar un seguimiento y una evaluación de su ejecución, ya que ello está en directa relación con el papel de la ciudadanía la que debe tener cada vez mayor participación en las acciones de salud, asumiendo un papel activo especialmente en lo que dice relación con la promoción de la salud y de las acciones de prevención.

	- Puesto en votación el inciso tercero con la indicación, fue aprobado por asentimiento unánime.

	Se puso en discusión la indicación al inciso segundo signada con la letra b), para reemplazar la frase “los resultados y avances de la investigación científica” por la siguiente: “los resultados y avances mundiales sobre la materia”.

	Se argumentó que esta indicación fue presentada antes de conocerse las modificaciones introducidas por la indicación que sustituyó el texto del inciso segundo y que modificó la referencia al conocimiento y a la investigación científica internacionales, lo que en definitiva debe considerarse como los resultados y avances de la investigación científica.  Esta indicación habla sólo de los resultados y avances en la materia, sin hacer ninguna mención de la investigación científica.

	- Puesta en votación la indicación, fue rechazada por unanimidad.

	Se puso en discusión la indicación signada con la letra c), formulada respecto al inciso tercero, que pasaría a ser cuarto, para suprimir el vocablo “civil”.

	Se hizo presente que la indicación signada con la letra c) tiene por objeto hacer una referencia a la sociedad civil organizada y, además, permitir la participación de las organizaciones no gubernamentales, en contraposición a la institucionalidad del Estado.

	- Puesta en votación, fue aprobada por siete votos a favor y una abstención.

	Se trató la indicación al inciso tercero, que pasaría a ser cuarto, para intercalar, a continuación de la palabra “sociedad”, la siguiente frase “a través de sus organizaciones”.

	- Puesta en votación fue aprobada, sin discusión,   por seis votos a favor y uno en contra.

	Se puso en discusión la indicación al inciso cuarto, que pasa a ser quinto, para sustituir el vocablo “podrá” por “deberá” y para agregar la siguiente frase final, reemplazando el punto (.) por una coma (,) “de acuerdo con la realidad epidemiológica nacional.”

	Se aseveró que una característica de los grupos de mayor vulnerabilidad es que, normalmente, tienen más riesgo que la realidad epidemiológica nacional.  Por tanto, se consultó acerca de cuál es la relación que tiene la realidad epidemiológica nacional con esos grupos.

	Se aclaró que la Comisión Nacional del Sida señala que la situación epidemiológica se construye sobre la base de lo que se constata en la realidad y, por lo tanto, si se comprueba que el mayor número de casos corresponde a un determinado grupo de mayor vulnerabilidad, es  el análisis el que indicará en qué grupos se debe focalizar la intervención.  Es decir, la realidad epidemiológica se construye desde lo que se observa y constata.  Por ejemplo, se aprecia cuáles son los grupos en donde se está presentando el problema de personas que viven con el VIH/SIDA.  Según esa constatación se define la epidemia y se indica hacia dónde se debe orientar la intervención.

	Se enfatizó que existe una clara distinción entre vulnerabilidad y riesgo, la cual es válida, ya que los expertos hablan de grupos vulnerables diferenciándolos del concepto de riesgo, y estableciendo variables de vulnerabilidad, entre las que se encuentran las culturales, las sociológicas, las económicas, las de sexo, etcétera, y a partir de ellas establecen una serie de categorías para aplicar políticas.

	Se añadió que el concepto de riesgo es distinto, pues el riesgo es individual.  Por ello, la vulnerabilidad ha de tener una referencia epidemiológica nacional, ya que existen una serie de variables que son nacionales desde el punto de vista del grado de desarrollo del país.

	Se destacó que, si las variables de vulnerabilidad están presentes o exacerbadas en un individuo, se enfrenta una conducta de riesgo.  En todo caso, lo que se ha hecho es separarlos.

	Se insistió por parte de los representantes del Gobierno en que en materia de política nacional lo más importante es la prevención, pero que no se puede desconocer que el proyecto está fuertemente dirigido a las poblaciones que tienen hábitos y conductas de riesgo.

	- Puesto en votación el inciso cuarto con la indicación antes señalada, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 3°.

	Establece que las políticas públicas de prevención y asistencia que se refieran a los menores deberán propender a mantenerlos dentro del medio familiar y sólo en los casos excepcionales que se indican podrá considerarse su internación en establecimientos que aseguren su oportuna e integral atención.

	Asimismo, dispone que la Convención Internacional de los Derechos del Niño será aplicable en lo que sea pertinente.

	Las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y el Diputado señor Naranjo presentaron una indicación para reemplazarlo por el siguiente:

	“Artículo 3°.- Constituye una obligación preferente del Estado elaborar y ejecutar políticas y acciones de protección, asistencia y cuidado de los niños y niñas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana.  Dichas políticas y acciones deberán elaborarse y ejecutarse teniendo especialmente en cuenta los derechos que a éstos les aseguran las leyes y la Convención Internacional de los Derechos del Niño.

	Dichas políticas deberán propender a mantenerlos dentro del medio familiar.  Sólo en situaciones de excepción calificada, tales como imposibilidad de tratamiento ambulatorio, negativa de los padres y guardadores a dicho tratamiento, y siempre que aparezca que éste no podrá realizarse sino a través de la internación, dichas políticas podrán considerar medidas especiales de internación en establecimientos que aseguren su oportuna e integral atención.

	Además, deberán elaborarse y ejecutarse políticas preventivas destinadas a evitar el contagio de los niños y niñas que se encuentren en situaciones de especial riesgo de contraer esta infección.”

	Se expresó que el texto propuesto por el Ejecutivo está mal formulado, por cuanto empieza por las materias específicas para terminar en las generales.  Por el contrario, la indicación sustitutiva reformula las disposiciones desde lo general a lo particular.  Así es como del texto del Ejecutivo pareciera entenderse que se está otorgando reconocimiento legal a la Convención de los Derechos del Niño, la cual en nuestro ordenamiento jurídico, tiene rango constitucional.

	Se destacó que el inciso final de la indicación se refiere a la especial situación que enfrentan los menores que están bajo la tuición del Servicio Nacional de Menores, los que, por las especiales condiciones en que viven, requieren de políticas de prevención específicas.

	Por otra parte, se hizo presente que la indicación sustitutiva no está mal inspirada, sino que únicamente es redundante, ya que las normas de los artículos 1° y 2° del proyecto contienen los objetivos generales de la iniciativa en estudio, los cuales se reiteran en esta indicación a propósito de los menores.

	En relación a la referencia que se hace a la Convención Internacional de los Derechos del Niño el texto propuesto por el Ejecutivo fue estimado correcto, puesto que señala que dicha Convención será aplicable sólo en lo que sea pertinente a este cuerpo legal.

	- Puesta en votación la indicación, fue rechazada por dos votos a favor, cinco en contra y una abstención.

	- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la votación inversa.

Artículo nuevo, que pasa a ser 4°.

	Las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y el Diputado señor Naranjo presentaron Indicación para agregar el siguiente artículo 4°, nuevo:

	“Artículo 4°.- El estado debe elaborar y ejecutar políticas de prevención, protección y asistencia específica para la mujer.”

	Hubo opiniones en contrario a establecer normas especiales para determinados grupos.  Se enfatizó que, en el caso de los menores, la norma principal es propender a la mantención de los niños dentro del ámbito familiar y sólo por excepción recomendar su internación, además de refrendar el hecho de que la Convención Internacional de los Derechos del Niño es aplicable en lo que corresponda.

	En cambio, la norma en discusión no se justificaría, por cuanto únicamente reitera lo dicho en el artículo 2°, que establece claramente que el Estado deberá elaborar y ejecutar políticas de prevención, protección y asistencia específica para los grupos de mayor vulnerabilidad, entre los cuales, obviamente, se encuentra el de las mujeres.

	- Puesto en votación el artículo, se produjo el siguiente resultado, tres votos a favor, tres en contra y dos abstenciones.  Repetida ña votación de acuerdo con el Reglamento, fue aprobado por cuatro votos a favor, dos en contra y dos abstenciones.

Artículo 4°, que pasa a ser 5°.

	Establece que el Estado arbitrará las acciones que sean necesarias para llevar a conocimiento de la población las características del VIH/SIDA, las posibles causas o medios de transmisión, así como las medidas científicamente comprobadas como eficaces para su prevención y tratamiento, de acuerdo con la realidad epidemiológica nacional, respetando siempre la libre decisión de las personas.

	Asimismo, señala que el Estado deberá informar a la población sobre los programas públicos de asistencia y de prevención existentes y promover el conocimiento de los derechos, beneficios y responsabilidades de las personas que vivan con el virus de la inmunodeficiencia humana.

	- Sin discusión, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 5°, que pasa a ser 6°.

	Señala que, en el marco de las políticas públicas que se definan conforme al artículo 2°, el Estado deberá velar por la atención de salud de las personas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana.

	Asimismo, dispone que a los beneficiarios de la ley N° 18.469 (que regula el ejercicio del derecho constitucional a la protección de la salud y crea un régimen de prestaciones de salud) se les deberán proporcionar las prestaciones de salud que ellos requieran de acuerdo con lo establecido en esa ley.

	- Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículos nuevos.

	Las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y el Diputado señor Naranjo presentaron una  indicación para agregar los siguientes artículos 6°, 7° y 8°, nuevos, que pasarían a ser 7°, 8° y 9°.

Artículo nuevo, que pasa a ser 7°.

	“Artículo 7°.- A fin de prevenir y controlar la extensión de la pandemia del VIH/SIDA, el Estado promoverá las acciones necesarias que permitan la investigación científica adecuada y oportuna acerca de sus causas, características, evolución y efectos en nuestro país, la que servirá de base para la elaboración de las políticas públicas en la materia.”

	En el debate habido, se manifestó entender que  esta materia estaría incorporada en el artículo 2°, ya aprobado.

	Por el contrario, se señaló que esta norma está destinada a promover la investigación científica nacional ya que sólo una investigación que considere la realidad nacional, puede dar lugar a una mejor elaboración de políticas aplicables en el país.

	De igual manera, fue apoyada la indicación por considerar que, si bien es efectivo que la investigación en Chile aún es incipiente, se debe promover, porque es ella la que dará cuenta de la realidad nacional.

	Los representantes del Ejecutivo expresaron que la investigación que se realiza en el país la efectúa el Ministerio de Salud, básicamente, por la vía de convenios con entidades públicas o privadas, puesto que esa Secretaría de Estado no posee un centro de investigación científica y el Estado cuenta con organismos que la pueden llevar a efecto, como, por ejemplo, CONICYT.

	En todo caso, se manifestó que está disposición constituye más bien un referente más que una obligación para el Estado, ya que efectivamente el enfoque prioritario es el tratamiento y la prevención más que la investigación aplicada, por lo cual se estima más pertinente la referencia que se hace en el artículo 2°.

	Se puso énfasis en que la incorporación en este proyecto de obligaciones en materia de investigación científica trasciende sus objetivos  que son prevenir y tratar a las personas que viven con el VIH/SIDA usando como referencia los avances de la investigación mundial, puesto que realizar investigaciones de este tipo es de muy alto costo, por lo que una norma como esta puede constituirse en meramente programática y no tener aplicación práctica.

	Por otra parte, se hizo especial mención de que la norma propuesta no es imperativa, puesto que dice que “promoverá” la investigación científica y no señala que deberá hacerlo.

	Se destacó también que se realiza investigación sobre la materia, fundamentalmente por las universidades y CONICYT, y que hay fondos en el presupuesto nacional, precisamente, para incentivar y promover la investigación.  Se añadió que, en materia de salud, se desarrolla investigación y que incluso existe gran reconocimiento internacional para los investigadores chilenos, por lo que se considera que la norma no se contrapone con la realidad.

	- Puesto en votación el artículo nuevo, que pasa a ser 7°, fue aprobado por cinco votos a favor y tres abstenciones.

	El Diputado señor Melero formuló indicación al artículo 7° nuevo, para intercalar, entre la expresión “pública,” y la proposición “en” lo siguiente: “o privadas”.

	- Sin discusión, fue aprobada la indicación por unanimidad.

Artículo nuevo, que pasa a ser 8°.

	“Artículo 8°.- El Estado de Chile reconoce y acoge la cooperación que la comunidad internacional pueda realizar a favor de los esfuerzos nacionales, públicos y privados, destinados a la prevención y control de esta pandemia.”

	Esta indicación tiene por objeto canalizar la cooperación internacional para que pueda ser orientada por las autoridades competentes.

	Por otra parte, se indicó que es el Estado el que debe determinar cuáles son las políticas y qué tipo de ayuda y cooperación son concordantes con esas políticas nacionales.

	A su vez, se hizo presente que durante la discusión de esta iniciativa, se han planteado aprensiones respecto de algunas normas del proyecto, por considerar que son meras declaraciones de voluntad y de buenas intenciones, y que este artículo es el mejor ejemplo de ello.

	- Puesto en votación el artículo nuevo  fue aprobado por cinco votos a favor y tres en contra.

Artículo 8°, nuevo.

	“Artículo 8°.- En ningún caso las políticas y acciones preventivas asistenciales que se ejecuten en esta materia, sean públicas o privadas, podrán admitir o permitir contenidos que signifiquen estigmatización, menoscabo moral o deshonra de ninguna persona o grupo de personas.

	Asimismo, el goce o ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución o las leyes no podrán ser condicionados al hecho de que una persona viva o no con el virus de inmunodeficiencia humana ni a la realización previa del examen de detección de este virus.  Del mismo modo, no podrá condicionarse el goce de los derechos de una persona a la circunstancia de encontrarse ligada por un vínculo de filiación, parentesco o convivencia con una persona que viva con el virus de inmunodeficiencia humana.”

	Se hizo presente esta norma es repetición de las disposiciones contenidas en el artículo 1°, por lo que se propuso su rechazo.

	- Puesto en votación el artículo, fue rechazado por unanimidad.

Artículo 6°, que pasaría a ser 9°.

	El inciso primero establece que el examen de detección del virus de inmunodeficiencia humana será siempre confidencial y voluntario y que la voluntad del interesado o de su representante legal debe constar por escrito.  Asimismo, dispone que, antes de realizarse el examen de detección, se deberá proporcionar información acerca de las características, naturaleza y consecuencias que para la salud implica la infección causada por dicho virus, así como de las medidas científicamente comprobadas como eficaces.

	El inciso segundo señala que la entrega de los resultados deberá efectuarse siempre personalmente al interesado o a su representante legal, a través de personal debidamente capacitado para tal efecto.

	El inciso tercero dispone que el Ministerio de Salud deberá reglamentar los procedimientos destinados a proporcionar la información enunciada en los incisos anteriores, así como la forma de resguardar la privacidad y confidencialidad de ésta.

	Se presentaron las siguientes indicaciones:

	De la Diputada señora Cristi y de los Diputados señores Arratia, Moreira, Olivares y Palma, don Osvaldo, las signadas con las letras a) y b):

	a) Al inciso primero, para suprimir la frase “y voluntario, debiendo constar por escrito la voluntad del interesado o de su representante legal”.

	b) Para agregar los siguientes incisos nuevos:

	“El examen, en los caso de poblaciones de alto riesgo y preoperatorios, será obligatorio.”

	“El Ministerio de Salud definirá este tipo de poblaciones de alto riesgo para resguardar la salud de la población sana.”

	c) Del señor Melero, al inciso segundo, para sustituir el vocablo “personalmente” por las palabras “personal y reservadamente”.

	Se hizo presente que las dos primeras son complementarias.  Por una parte, suprimen la voluntariedad del examen de detección del virus de inmunodeficiencia y, por la otra, establecen la obligatoriedad del mismo para la población de alto riesgo y para las personas que vayan a ser sometidas a una cirugía.

	Se puso énfasis en que, para la población de alto riesgo, como la carcelaria, homosexuales y los ejercen la prostitución, el examen debe ser obligatorio para así evitar el contagio de la población sana.  En todo caso, se mantiene la confidencialidad de los resultados.

	Se destacó que esta indicación aplica las mismas normas que rigen para las enfermedades venéreas y que están plenamente vigentes en el país.

	Por otra parte, se enfatizó que es absolutamente ineficiente la obligación de efectuarse el examen, aun cuando dicha obligación sea respecto de determinados grupos, puesto que es imposible detectar a todos los infectados, ya que es de todos conocido el hecho de que en determinado período el examen puede ser negativo y la persona igualmente puede estar infectada.

	Se señaló, asimismo, que dichas indicaciones son contrarias a la lógica de la prevención, puesto que ella se sustenta en la voluntariedad de las personas y, por el contrario, todo lo que implica obligación en esta materia a lo único que lleva es a producir conductas negativas hacia sí mismo y hacia el resto de la población y no incentiva el autocuidado ni menos promueve el cambio de conductas.

	A su vez los representantes del Ejecutivo expresaron que los principales organismos internacionales, como ONUSIDA y la Organización Mundial de la Salud, han recomendado la voluntariedad de los exámenes de detección y, más aun han hecho hincapié en la necesidad de que el consentimiento debe ser informado.  Estudios realizados en Tanzania y Kenia, que poseen una población que presenta un alto grado de vulnerabilidad, han concluido que todos los criterios de voluntariedad y de consentimiento informado han sido beneficiosos para disminuir la tasa de infección.

	Los defensores de la indicación insistieron en que las razones para establecer la obligación de someterse al examen de detección para determinados grupos de la población son médicas, puesto que nadie puede desconocer los beneficios que tiene para el niño por nacer el conocimiento de que la madre está infectada, ya que con este antecedente previo se pueden aplicar los tratamientos adecuados para evitar el contagio del hijo.

	Se argumentó también que la discriminación positiva respecto de la población que vive con el VIH/SIDA no puede ser aceptada cuando puede ir en contra de la salud del resto de la población que no está contagiada.  Por ello, en beneficio de los médicos que practican cirugías se establece la obligación de que toda persona que vaya a ser sometida a una intervención deba realizarse el examen de detección del VIH/SIDA, puesto que el médico debe conocer el riesgo que está corriendo al operar a una persona que viva con VIH.

	- Puesta en votación la indicación signada con la letra a), fue rechazada por tres votos a favor y cinco en contra.

	- Sometida a votación la indicación signada con la letra b), fue rechazada por tres votos a favor y cuatro en contra.

	- Puesta en votación la indicación signada con la letra c), fue aprobada por unanimidad.

	Sometido a votación el artículo, fue aprobado por cinco votos a favor y tres en contra.

Artículo 7°, que pasa a ser 10.

	El inciso primero establece que no podrá condicionarse la contratación, la permanencia ni la promoción de un trabajador a los resultados del examen destinado a detectar la presencia del virus de inmunodeficiencia humana, como tampoco podrá exigirse para dichos fines la realización de ese examen.

	El inciso segundo señala que, tratándose de establecimientos educacionales, no podrá condicionarse el ingreso, permanencia o promoción de sus alumnos a la circunstancia de encontrarse afectados por el virus de inmunodeficiencia humana y que no podrá exigirse la realización o presentación del examen para tales efectos.

	Las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y el Diputado señor Naranjo presentaron indicación para agregar el siguiente inciso tercero:

	“Asimismo, ningún establecimiento de salud, público o privado, cuando sea requerida su intervención de acuerdo con la ley, podrá negar el ingreso o atención a personas de vivan con el virus de inmunodeficiencia humana o condicionar lo anterior a la realización o presentación de resultados del referido examen.”

	Los patrocinantes fundamentaron esta indicación en que estiman de toda lógica que, si se prohíben las prácticas discriminatorias en los ámbito laboral y educacional, tampoco pueden existir en materia de salud.  Por lo anterior, consideraron pertinente establecerlo expresamente, puesto que ha sido en esta área donde han existido con mayor frecuencia las acciones mas importantes  de discriminación en contra de quienes viven con el VIH/SIDA.

	- Sometido a votación el artículo con la indicación, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 8°, que pasa a ser 11.

	Dispone que las infracciones de lo dispuesto en el artículo 6° serán sancionadas con multa de 3 a 10 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.

	Asimismo, establece que, si la infracción es cometida por dos o más personas, podrá condenarse a cada una de ellas a responder solidariamente de la totalidad de los perjuicios causados al afectado, sin perjuicio del derecho a repetir de acuerdo con las reglas generales.

	Las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y el Diputado señor Naranjo presentaron una indicación al inciso primero para sustituir la expresión “al artículo 6°” por “a los artículos 3° y 6°”.  Se hace constar que la referencia al artículo 6° debe ser entendida al artículo 9°.

	Los representantes del Ministerio de Salud) concordaron con aplicar sanciones a las infracciones de la disposición contenida en el artículo 6°, que pasa a ser 9°, pero discreparon de aplicarlas también al artículo 3°, ya que esta norma se refiere a las políticas que debe elaborar el Estado en relación con los menores y no contiene una conducta que pueda ser sancionada, como en el caso de la del artículo 9°.

	Se refutó lo anterior argumentando que se trata de una disposición destinada a proteger a la infancia y que, por tanto, debe llevar aparejada una sanción, puesto que, en caso contrario podría ser ineficaz.

	Los personeros del Ministerio de Salud hicieron presente que la sanción establecida para la infracción del artículo 6°, que pasa a ser 9°, se refiere a los que no cumplan la norma de confidencialidad del examen.  En el caso del artículo 3°, ello no es así, puesto que, si se desea castigar una conducta que atente en contra de los menores, debe señalarse cuál es esa conducta, lo que en el hecho no ocurre.

	- Puesta en votación la indicación, fue rechazada por un voto a favor y cinco en contra.

	- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por cinco votos a favor y uno en contra.

Artículo 9°, que pasa a ser 12.

	Establece que, tratándose de infracción de la norma del artículo 7° (que pasa a ser 10), la multa será de 10 a 50 unidades tributarias mensuales.

	Asimismo, dispone que los directores y propietarios de las entidades empresariales o educacionales, según corresponda, serán solidariamente responsables de las multas e indemnizaciones de los perjuicios que se originen.

	Los Diputados señores Melero y Naranjo presentaron una indicación al inciso segundo, para sustituir la frase “En estos casos, los directores y propietarios de las entidades empresariales o educacionales, según corresponda,” por la siguiente: “En estos casos, los directores y propietarios de las entidades públicas o privadas señaladas en el artículo 10,”.

	Se fundamentó la indicación señalando que tiene por objeto dejar claramente comprendidos a todos los establecimientos de salud y educacionales, sean públicos, privados o municipales, a que se refiere el artículo 10.

	- Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 10, que pasa a ser 13.

	Dispone que, en caso de reincidencia en las infracciones establecidas en esta ley, los montos mínimos y máximos de las multas señaladas en los artículos precedentes se duplicarán.

	Sin debate, fue  aprobado por unanimidad.

Artículo 11, que pasa a ser 14.

	Establece que las sanciones establecidas en esta ley se aplicarán a los funcionarios públicos sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que pudiere corresponderles conforme con el respectivo estatuto que los rija.

	Se hizo presente que esta norma persigue sancionar la responsabilidad administrativa de los funcionarios públicos en forma independiente del hecho de que existan o no responsabilidades civiles.

	Se señaló también que esta norma podría ser redundante, puesto que la responsabilidad administrativa es independiente de la responsabilidad civil o penal que pueda tener un funcionario público por los actos cometidos.

	- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por cuatro votos a favor y dos abstenciones.

Artículo 12, que pasa a ser 15.

	Señala que la infracciones serán conocidas por el juez civil correspondiente al domicilio del afectado y que deberá ajustarse a las normas del procedimiento sumario establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del trabajo en los casos de terminación del contrato de trabajo.

	Las Diputadas señoras Pollarolo y Saa y el Diputado señor Naranjo presentaron la siguiente indicación: 

	a) Para reemplazar la expresión “juez civil” por “juez de policía local”, y

	b) Para sustituir la frase “procedimiento sumario, del Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil” por la siguiente: “procedimiento fijado en la ley N° 18.287”.

	Se mencionó que la indicación tiene por objeto que el procedimiento para aplicar las sanciones por infracciones de esta ley sea expedito y que ello se pueda lograr dándole competencia al juez de policía local, ya que, por la experiencia en la aplicación dispuesta en otros cuerpos legales, como, por ejemplo, en la ley de Violencia Intrafamiliar, se ha comprobado que ello no sucede en el ámbito de la justicia civil.

	La representante del Ministerio de Salud expresó que, en consideración a la entidad de la infracción, se optó por encomendar el conocimiento de las infracciones al juez civil del domicilio del afectado, quien deberá tramitar el proceso de acuerdo con las normas del procedimiento sumario, que es evidentemente más breve que el procedimiento ordinario.

	Se consideró que la proposición del Ejecutivo es más eficaz para cumplir los objetivos de la iniciativa, puesto que los jueces de policía local por su sistema de nombramiento y por no formar parte del Poder Judicial, pueden estar sujetos a mayores presiones y no poseer la independencia necesaria para sancionar, por ejemplo, a algún funcionario municipal de salud o de educación que haya incurrido en actos discriminatorios hacía las personas que viven con VIH/SIDA.

	Por otra parte, se estimó que no se puede descalificar a priori la actuación de un juez que, en definitiva, está sujeto al control de la respectiva Corte de Apelaciones.

	- Puesta en votación la indicación se produjo un empate a tres votos.

	El Diputado señor Naranjo, fundamentó su voto expresando que, como uno de los patrocinantes de la moción, su deseo es que ella fuera despachada en esta sesión por la Comisión, por lo que solicitó dejar constancia de que votará a favor de la indicación del Ejecutivo, aun cuando no está muy convencido de que sea mejor que la indicación que ha presentado junto con las Diputadas señoras Pollarolo y Saa.

	- Repetida la votación, de acuerdo con el Reglamento, la indicación fue  rechazada por dos votos a favor y cuatro en contra.

	- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por cuatro votos a favor y dos en contra.

Artículo 13, que pasa a ser 16.

	Dispone que el gasto que involucre la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los recursos anualmente asignados en la ley de Presupuestos de la Nación, correspondientes al Ministerio de Salud y a sus servicios.

	Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.  Quedó despachado el proyecto en particular.

VII. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN.

PROYECTO DE LEY.

	Artículo 1°.- Corresponde al Estado la elaboración de las políticas públicas de prevención y asistencia que promuevan todas las condiciones institucionales, sanitarias, culturales y sociales en general que sean necesarias a fin de impedir y controlar la extensión de la infección causada por el virus de inmunodeficiencia humana (VIH), que da origen a la pandemia del síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA) en Chile, así como las destinadas a disminuir su impacto psicológico, económico y social en la población.

	Asimismo, esta ley tiene por objeto asegurar a cualquier persona que viva con el virus de inmunodeficiencia humana el igualitario goce y ejercicio de sus derechos, impidiendo cualquier forma de discriminación en su contra.

	Artículo 2°.- Las políticas públicas deberán ser elaboradas y ejecutadas intersectorialmente, bajo la dirección y orientación técnica del Ministerio de Salud.

	Los contenidos de tales políticas públicas deberán perseguir siempre la promoción, garantía y respeto de los derechos fundamentales de las personas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana o de sus parientes.  En tal sentido, no podrán contener ni permitir elementos o acciones que involucren un menoscabo de la honra o dignidad de ninguna persona o grupo de personas, o que constituyan una discriminación en su contra en razón de vivir con el virus de inmunodeficiencia humana.

	Tales políticas deberán elaborarse y ejecutarse teniendo en cuenta los resultados y avances de la investigación científica, considerando las constataciones, resoluciones y recomendaciones de las organizaciones internacionales competentes en la materia.

	Asimismo, en la elaboración, ejecución y evaluación de tales políticas, se considerará la participación de la sociedad a través de sus organizaciones, la que se realizará mediante los canales y procedimientos que se establezcan al efecto.  Corresponderá al reglamento de esta ley establecer los canales y formas que ella asumirá.

	El Estado deberá elaborar y ejecutar políticas de prevención, protección y asistencia específicas para los grupos de mayor vulnerabilidad, de acuerdo con la realidad epidemiológica nacional.

	Artículo 3°.-  En lo referente a los menores, las políticas a que se refieren los artículos anteriores deberán propender a mantenerlos dentro del medio familiar.

	Sólo en situaciones de excepción calificada, tales como imposibilidad de tratamiento ambulatorio, negativa de los padres o guardadores a dicho tratamiento, y siempre que aparezca que éste no podrá realizarse sino a través de la internación, dichas políticas podrán considerar medidas especiales de internación en establecimientos que aseguren su oportuna e integral atención.

	Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, será aplicable, en lo pertinente, la Convención Internacional de los Derechos del Niño.

	Artículo 4°.- El Estado deberá elaborar y ejecutar políticas de prevención, protección y asistencia específica para la mujer.

	Artículo 5°.- El Estado arbitrará las acciones que sean necesarias para llevar a conocimiento de la población las características del VIH/SIDA, las posibles causas o medios de transmisión, así como también las medidas científicamente comprobadas como eficaces para su prevención y tratamiento, de acuerdo con la realidad epidemiológica nacional, respetando, en todo caso, la libre decisión de las personas.

	El Estado deberá informar a la población sobre los programas públicos de asistencia y prevención existentes, así como promover el conocimiento de los derechos, beneficios y responsabilidades de las personas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana.

	Artículo 6°.-  El Estado deberá velar por la atención de salud de las personas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana, en el marco de las políticas públicas que sean definidas conforme al artículo 2°.

	En todo caso, deberán proporcionarse a los beneficiarios de la ley N° 18.469, de acuerdo con lo previsto en esa normativa, las prestaciones de salud que ellos requieran.

	Artículo 7°.-  A fin de prevenir y controlar la extensión de la pandemia del VIH/SIDA, el Estado promoverá las acciones necesarias que permitan la investigación científica adecuada y oportuna acerca de sus causas, características, evolución y efectos en nuestro país, la que servirá de base para la elaboración de las políticas públicas y privadas  en la materia.

	Artículo 8°.-  El Estado de Chile reconoce y acoge la cooperación que la comunidad internacional pueda realizar a favor de los esfuerzos nacionales, públicos y privados, destinados a la prevención y control de esta pandemia.

	Artículo 9°.- Todo examen de detección del virus de inmunodeficiencia humana será siempre confidencial y voluntario, debiendo constar por escrito la voluntad del interesado o de su representante legal.  El examen de detección se realizará previa información a éstos acerca de las características, naturaleza y consecuencias que para la salud implica la infección causada por dicho virus, así como de las medidas preventivas científicamente comprobadas como eficaces.

	La entrega de los resultados deberá efectuarse siempre personal y reservadamente al interesado o a su representante legal, a través de personal debidamente capacitado para tal efecto.

	El Ministerio de Salud reglamentará los procedimientos destinados a proporcionar la información enunciada en los incisos anteriores, así como la forma de resguardar la privacidad y confidencialidad de ésta.

	Artículo 10.-  No podrá condicionarse la contratación de trabajadores, ni su permanencia o renovación de contrato, ni su promoción, a los resultados del examen destinado a detectar la presencia del virus de inmunodeficiencia humana, como tampoco exigir para dichos fines la realización del mencionado examen.

	De igual manera, no podrá condicionarse el ingreso a un establecimiento educacional, ni la permanencia o promoción de sus alumnos, a la circunstancia de encontrarse afectados por el virus de inmunodeficiencia humana.  Tampoco podrá exigirse la realización o presentación del referido examen para tales efectos.

	Asimismo, ningún establecimiento de salud, público o privado, cuando sea requerida su intervención de acuerdo con la ley, podrá negar el ingreso o atención a personas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana o condicionar lo anterior a la realización o presentación de resultados del referido examen.

	Artículo 11.- La infracción del artículo 9° será sancionada con multa a beneficio fiscal de 3 a 10 unidades tributarias mensuales.

	En caso de que esta infracción fuese cometida por dos o más personas, podrá condenarse a cada una de ellas a responder solidariamente de la totalidad de los perjuicios causados al afectado, sin perjuicio del derecho a repetir, según las reglas generales.

	Artículo 12.-   En caso de infracciones del artículo 10, la multa a beneficio fiscal será de 10 a 50 unidades tributarias mensuales.

	En estos casos, los directores y propietarios de las entidades públicas o privadas señaladas en el artículo 10 serán solidariamente responsables de las multas y de la indemnización de los perjuicios que de ellas se originen.

	Artículo 13.- En caso de reincidencia en las infracciones señaladas, los montos mínimos y máximos de las multas establecidas en los artículos precedentes se duplicarán.

	Artículo 14.- Tratándose de los funcionarios de la Administración del Estado, las sanciones establecidas en los artículos anteriores se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que pudiere corresponderles, conforme con el estatuto que los rija.

	Artículo 15.- Será competente para conocer de las infracciones de esta ley el juez civil correspondiente al domicilio del afectado, ajustándose a las normas del procedimiento sumario, del Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del trabajo en los casos de terminación del contrato de trabajo.

	Artículo 16.- El gasto que involucre la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los recursos anualmente asignados en la ley de Presupuestos de la Nación, correspondientes al Ministerio de Salud y a sus servicios.

----------

	Se designó Diputada Informante a la señora Pollarolo, doña Fanny .

	Sala de la Comisión, a 25 de enero de 2000.















	Acordado en sesiones de fecha 4 de mayo, 31 de agosto, 7 y 14 de septiembre, 14 y 19 de octubre de 1999, 1, 18 y 25 de enero de 2000, con la asistencia del  Diputado señor Cornejo, don Patricio (Presidente) de las Diputadas señoras Cristi, doña María Angélica; Ovalle, doña María Victoria; Pollarolo, doña Fanny, y Saa, doña María Antonieta, y de los Diputados señores Aguiló, don Sergio; Arratia, don Rafael; Girardi, don Guido; Masferrer, don Juan; Melero, don Patricio; Moreira, don Iván; Naranjo, don Jaime; Ojeda, don Sergio; Olivares, don Carlos; Palma, don Osvaldo, y Urrutia, don Salvador.













HÉCTOR PIÑA DE LA FUENTE

Secretario de la Comisión
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